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A los Grupos Parlamentarios del 
Congreso de los Diputados

En el año 2022, España fue escenario de algunos de los incendios forestales más de-

vastadores de las últimas décadas. Los episodios de Bejís, Vall d’Ebo, la Sierra de la 

Culebra o Castellón–Teruel evidenciaron una realidad incontestable: los incendios fores-

tales del presente ya no responden a los patrones tradicionales.

España afronta hoy una crisis aún peor y sin precedentes en su historia reciente en ma-

teria de incendios forestales. En lo que va de 2025, en toda España, más de 400.000 

hectáreas han sido quemadas por el fuego —una superficie superior a la isla de Ma-

llorca—, superando con creces el récord de 2022, cuando se quemaron alrededor de 

260.000 hectáreas. A esta situación se suma el coste humano: al menos ocho perso-

nas han perdido la vida este año como consecuencia directa de los incendios, inclu-

yendo bomberos y vecinos que intentaban proteger sus tierras. El número de siniestros 

es también superior al registrado en 2022, lo que confirma que la situación actual es 

todavía más grave, con incendios más frecuentes, más intensos y de más difícil control.

Conscientes de este nuevo escenario, la Fundación Pau Costa promovió en marzo de 

2023 el Foro de Debate y Propuestas de Acción para la Gestión de los Grandes In-

cendios Forestales en España, cuyo resultado es el documento que acompaña a esta 
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introducción. Durante dos jornadas, 58 profesionales de distintos ámbitos —extinción, 

gestión forestal, investigación, conservación, sector primario y sociedad civil— debatie-

ron y consensuaron una hoja de ruta con medidas prioritarias para hacer frente a esta 

amenaza creciente. El resultado fue un documento de consenso inédito en España, 

que identifica siete ejes de actuación (gestión forestal, planificación territorial, comuni-

dades rurales vivas, uso del fuego, educación y comunicación, extinción y escenarios de 

futuro) y tres ejes transversales (gobernanza, conservación de la naturaleza y cambio 

climático), con objetivos concretos a corto, medio y largo plazo. Este documento se ma-

terializó posteriormente en la Declaración sobre la gestión de los incendios forestales 

en España, que cuenta actualmente con más de 1.000 adhesiones entre entidades, 

organismos y particulares.

Ese esfuerzo colectivo, de base técnica y científica, pretendía ofrecer al Estado y a 

sus instituciones una base sólida y compartida para un cambio de paradigma en la 

gestión del fuego. Se trataba de aprovechar la experiencia acumulada por los y las pro-

fesionales de la Comunidad de Incendios y dar un paso adelante hacia un modelo de 

prevención y respuesta mucho más eficaz, resiliente y justo.

LA DISTANCIA ENTRE EL CONSENSO Y LA ACCIÓN 

A día de hoy, debemos señalar con preocupación que desde la publicación de los re-

sultados del Foro de Debate y de la Declaración en 2023 poco o nada se ha avanza-

do en la implementación de sus propuestas. El consenso técnico y social ya existe; lo 

que falta es el compromiso político.

La realidad en nuestros montes y pueblos demuestra que no basta con reforzar cada 

verano los dispositivos de extinción: la magnitud de los incendios actuales exige trans-

formaciones estructurales, que pasan por la ordenación del territorio, la reactivación del 

medio rural, el reconocimiento del fuego como proceso ecológico y la educación de la 

sociedad en una nueva cultura de convivencia con el riesgo.
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La Fundación Pau Costa, desde entonces, ha puesto a disposición de las administra-

ciones su conocimiento, su capacidad de generar redes de cooperación y su expe-

riencia internacional. Hemos ofrecido apoyo técnico y metodológico para traducir las 

propuestas en medidas concretas. Sin embargo, esa ayuda no ha encontrado todavía 

un reflejo en políticas públicas de la envergadura necesaria.

Es fundamental subrayar que no podemos dejarnos llevar por medidas coyunturales 

que busquen únicamente un rédito político inmediato. Los incendios forestales re-

quieren políticas de Estado, sostenidas en el tiempo y orientadas al bien común. Apostar 

por soluciones rápidas o anuncios de impacto mediático no solo es ineficaz, sino que 

retrasa la puesta en marcha de las medidas estructurales que el país necesita con ur-

gencia.

LOS PUNTOS CLAVE DE LA DECLARACIÓN DE 2023

El documento que acompaña a esta introducción sintetiza el trabajo de consenso alcan-

zado en 2023 y plantea un marco de acción en torno a siete ejes prioritarios:

•	 Gestión de ecosistemas forestales: promover bosques más resilientes y sostenibles, 

con estructuras que limiten la intensidad del fuego.

•	 Planificación territorial: diseñar paisajes diversos y resilientes que reduzcan la 

vulnerabilidad y faciliten la labor de extinción.

•	 Comunidades rurales vivas: fortalecer el sector primario como garante de paisajes 

menos vulnerables y de mayor valor socioambiental.

•	 Uso y ecología del fuego: recuperar el fuego como proceso natural y herramienta 

de gestión, a través de un uso prescrito y planificado.
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•	 Comunicación, educación y sensibilización: dotar a la sociedad de herramientas y 

conocimiento para aprender a convivir con el fuego.

•	 Conocimiento y extinción: reforzar la capacidad de los dispositivos de emergencia, 

promover la investigación y crear un observatorio de incendios.

•	 Escenarios futuros: preparar a la sociedad y al territorio para convivir con episodios 

extremos inevitables en el contexto del cambio climático.

A estos ejes se suman tres dimensiones transversales imprescindibles: política y go-

bernanza (corresponsabilidad de todos los actores), conservación de la naturaleza 

(garantizar la compatibilidad con la biodiversidad) y adaptación al cambio climático 

(asegurar la resiliencia de ecosistemas y sociedad).

UN RETO DE PAÍS Y DE RESPONSABILIDAD INTERGENERACIONAL

Los incendios forestales no son solo un desafío ambiental: son también un problema de 

seguridad ciudadana, cohesión territorial, sostenibilidad económica y justicia social. 

Arrasan con vidas humanas, destruyen infraestructuras críticas, afectan a la salud pú-

blica y comprometen servicios ecosistémicos vitales como el agua, la biodiversidad o el 

almacenamiento de carbono. Las comunidades rurales, ya debilitadas por la despobla-

ción, son las más expuestas y las que más sufren las consecuencias.

De continuar por la senda actual, España se enfrentará a emergencias de mayor magni-

tud y a un coste económico y social inasumible. Por ello, apelamos a todos los partidos 

representados en el Congreso de los Diputados a que asuman la gestión integral de 

los incendios forestales como una cuestión de Estado, que debe trascender ideologías 

y formar parte de una estrategia nacional compartida.

El documento que aquí presentamos no es un punto de partida sino una hoja de ruta 

ya consensuada. La urgencia de la situación demanda que se traduzca cuanto antes 

en leyes, presupuestos y programas de acción. El país no puede permitirse más tiempo 

perdido: lo que está en juego es la seguridad de la ciudadanía, la preservación de nues-

tro patrimonio natural y la sostenibilidad de nuestro futuro.


